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Pereira, diez de junio de dos mil dieciséis 
Acta N°_____de 10 de junio de 2016
Sería del caso proferir decisión de fondo dentro de la acción de tutela propuesta por la señora Amparo de María Montoya Vélez contra la Secretaría de Educación Departamental – Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A. –Fiduprevisora S.A.-, pero un estudio preliminar del caso impide que tal propósito se lleve a cabo, dado que se ha configurado una nulidad insaneable,  toda vez que a La Fiduprevisora S.A. no le fue notificado el auto admisorio de la demanda. 

Lo anterior es así, dado que el oficio 0648 de 18 de abril de 2016 –fl 12-, por medio del cual se pretendió notificar de la iniciación de la acción de tutela a esa entidad, no fue enviado a la dirección que allí se consignó –Calle 72 Bi 10-03 pisos 3 y 4 de la ciudad de Bogotá- sino que se radicó en las instalaciones de la Secretaría de Educación Departamental y del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, pues no otra cosa se infiere del hecho de que tanto la referida comunicación, como los formatos por medio de cual fueron notificadas éstas últimas, tengan la misma firma como señal de recibido. 

Adicional a lo anterior,  se observa que sólo el ente territorial se vinculó a la litis, sin informar que dio traslado de la demanda de tutela a la codemandada, carga que de ningún modo debió ser trasladada por el Juzgado de primer grado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Secretaría de Educación Departamental, pues la obligación de efectuar las notificaciones judiciales es del Despacho que asumió el conocimiento y no de las demás accionadas, porque en caso de que éstas últimas no cumplan con tal labor, así sean advertidas de las sanciones disciplinarias, impiden el ejercicio del derecho de defensa de la Fiduprevisora y el debido proceso, garantías de las cuales son titulares todos los sujetos procesales que intervienen en la litis. 
No obstante lo anterior, la juez de primer grado procedió a tomar decisión de fondo el día 28 de abril de 2016, sin percatarse de tal anormalidad e incluso aplicó en contra de la Fiduprevisora las sanciones procesales contenidas en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.  La notificación del fallo a la entidad, en esta oportunidad,  se efectuó directamente a través de la Empresa de Correo 472, situación que le permitió impugnar de la sentencia y de paso solicitar la nulidad anunciada.
Siendo así las cosas, resulta evidente que a la citada entidad, no le fue respetado el debido proceso, garantía básica que debe observarse, con independencia del principio de informalidad que debe orientar la actividad judicial durante el trámite de la acción constitucional.  Así lo sostuvo la Corte Constitucional en auto del 6 de mayo de 2003 en el que dijo lo siguiente:
“1.La oportuna realización de las notificaciones o actos de comunicación procesal es una de las manifestaciones más importantes del respeto al debido proceso y lo es tanto en relación con las partes que intervienen en el proceso como respecto de los terceros a quienes les asista un interés legítimo en él.  
 
Esta relevancia de las notificaciones se potencia en el ámbito de los procesos de tutela dado que en ellos se debate el amparo constitucional de los derechos fundamentales, siendo, por lo tanto, prioritario que se configure debidamente el contradictorio y que se notifique a las partes y a los terceros con interés legítimo, las decisiones proferidas”.
En el anterior orden de ideas, en aras de garantizar el debido proceso a la Fiduprevisora S.A., la Sala declarará la nulidad de la sentencia impugnada, y remitirá la demanda y sus anexos al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, con el fin de que proceda a notificarle la admisión de la tutela, a la dirección a la que fue comunicada la sentencia proferida en el presente asunto.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, dentro de la acción de tutela promovida por la señora AMPARO DE MARIA MONTOYA VÉLEZ contra Secretaría de Educación Departamental – Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A. –Fiduprevisora S.A.-
SEGUNDO: ORDENAR  la notificación del auto admisorio de la tutela a la Fiduciaria La Previsora S.A. –Fiduprevisora S.A.-, en orden a que se le garantice el debido proceso y el derecho de defensa. 
TERCERO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación,  el expediente al referido despacho.
CUARTO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario  
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